Norma y ordenamiento jurídico en el momento actual de la vida de la iglesia by Lombardía, P. (Pedro)
NorlDa y ordenalDiento jurídico en ellDolDento actual 
de la vida de la Iglesia 
PeCITO Lombarclía 
1. PROPÓSITO DE ESTA CONFERENCIA. 
Durante seis días hemos estudiado las ponencias y comunicaciones 
de este Congreso Internacional, dedicado a "La norma en el Derecho Ca-
nónico". En las diversas mesas redondas la norma ha sido considerada en 
su aspecto histórico y en su problemática actual, en su dimensión estric-
tamente canónica y en sus relaciones con otros ordenamientos. 
La importancia del tema ha quedado puesta de manifiesto, tanto en 
los valiosos trabajos escritos, como en las discusiones, llenas de interés y 
vivacidad. Que el tema de la norma es verdaderamente central se ha de-
mostrado una vez más, al observarse que tanto en algunas comunicacio-
nes como en determinadas intervenciones orales, tomándose como punto 
de partida el contenido de las ponencias, se ha aludido a cuestiones que, 
con un criterio estrictamente sistemático, podrían considerarse ajenas a 
la historia y a la teoría de la norma canónica. No creo, sin embargo, que 
debamos lamentarnos por ello, puesto que este fenómeno contribuye a 
subrayar la vis expansiva que es connatural al tema objeto de nuestros 
trabajos; porque si ciertamente, tratar de la norma no equivale a disertar 
sobre cualquier materia que pueda ser objeto de regulación normativa, no 
es menos cierto que de poco sirve hablar de la norma canónica en abs-
tracto, sin captar de alguna manera su incidencia sobre problemas con-
cretos de la vida de la Iglesia. 
En todo caso, nuestros trabajos están llegando a su fin. Como fruto 
de ellos quedan las ponencias y comunicaciones; y, además, el texto de 
las discusiones, como un material, confiado a los que nos ocupamos de la 
organización de este Congreso, sobre el que esperamos trabajar con leal-
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tad, a fin de que su publicación refleje con exactitud las aportaciones ora-
les que se han hecho en estos días. Todo permite prever que los volúme-
nes de las actas del III Congreso Internacional de Derecho Canónico cons-
tituyan en su conjunto una importante contribución al desarrollo de nues-
tra disciplina. 
Así las cosas, me encuentro ahora con el onus et honor de completar 
de alguna manera los trabajos del Congreso con esta intervención. No me 
ha resultado fácil decidir su planteamiento y su enfoque. Tras algunas va-
cilaciones, comprendí que mis palabras no podían consistir en un resumen 
de los trabajos, ni en una especie de suma final de la labor realizada. La 
razón me parecía clara: nada justificaba que yo pudiera atribuirme la au-
toridad de sentar unas conclusiones. 
No creo, en efecto, que puedan existir unas conclusiones del Con-
greso; habrá si numerosas conclusiones: aquéllas a las que cada partici-
pante haya llegado como consecuencia de los trabajos de estos días, pero 
éstas serán tan variadas y tan personales que nadie, más que cada uno de 
nosotros en relación con las suyas propias, estaría en condiciones de for-
mularlas. Todos nos habremos enriquecido intelectualmente en este Con-
greso. Los más beneficiados habrán sido, sin duda, quienes hayan tenido 
una mayor apertura mental, en relación con las aportaciones y observa-
ciones de los demás y los que hayan sometido con más finura y respeto, a 
su personal e irrenunciable crítica, el abundante material que, con oca-
sión de este Congreso, le ha sido proporcionado. 
Ante la necesidad -para mi evidente- de evitar la tentación de 
sentar unas conclusiones, mis palabras no pueden ser otra cosa que una 
reflexión personal, ciertamente deudora de las contribuciones y estímu-
los que esta reunión científica me ha ofrecido de manera tan generosa. 
Por otra parte, esta conferencia, al pronunciarse en el marco solem-
ne de la Sesión de Clausura del Congreso, no se verá premiada de manera 
inmediata con las observaciones de los colegas que tanto me habrían ser-
vido para contrastar mis puntos de vista con los de los demás y, en de-
finitiva, para perfilar mejor mi propio pensamiento sobre el tema que me 
propongo tratar: "Norma y ordenamiento jurídico en el momento actual 
de la vida de la Iglesia". 
Mis palabras quedarán, al menos por ahora, sin respuesta, flotando 
en el aire con una cadencia no exenta de nostalgia. Serán algo parecido a 
esos pañuelos que se agitan al aire en los muelles de los puertos o en los 
andenes de las estaciones, para prolongar las manifestaciones de afecto 
hacia los familiares y amigos que se marchan. Quiero, en definitiva, ofre-
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cer esta lección, sea cual fuere el juicio que merezca desde un punto de 
vista técnico, con una actitud de agradecimiento a cuantos habéis venido a 
esta Universidad para participar en el Congreso, dando así mayor solera 
canónica a este ambiente, que es mi hogar de tabajo desde hace veintitrés 
años. 
2. LA OBLIGATORIEDAD DE LA "LEX ECCLESIASTICA" EN LA 
TRADICIÓN DOCTRINAL. 
Si fijamos nuestra atención sobre el conjunto de la rica tradición doc-
trinal canónica acerca de la "lex", para subrayar un rasgo que para nuestro 
propósito resulte especialmente significativo, yo no dudaría en señalar la 
idea de que la ley vincula al súbdito, que queda obligado a obedecerla. 
La norma canónica debe ser obedecida y este deber de acatamiento 
compromete en principio toda la vida del cristiano: su conciencia y su 
conducta externa. Vista así la cuestión, la norma aparece como un indica-
dor que señala el camino de la salvación y como una medida de los actos, 
internos y externos del hombre, que anticipa de alguna manera la valora-
ción de que han de ser objeto en el juicio definitivo. 
Esta radical obligatoriedad de la norma eclesiástica es algo tan fun-
damental, que exige al canonista tomar conciencia de la radical unidad de 
los fenómenos normativos en la comunidad eclesial; es decir, a tener bien 
claro que "no es lo que entra por la boca lo que hace impuro al hombre", 
sino que "lo que sale de la boca viene de dentro del corazón, y eso es 10 
que hace impuro al hombre. Porque de dentro del corazón salen las inten-
ciones malas, asesinatos, adulterios, fornicaciones, robos, falsos testimo-
nios, injurias" (Matth . 15, 11 y 18-19). Por ello, el estudioso del Dere-
cho de la Iglesia ha de tener presentes estas inescindibles vertientes inte-
rior y exterior de la norma, con carácter previo a cualquier distinción, en-
tre los diversos aspectos del tema, que se sienta obligado a hacer por exi-
gencias de su peculiar método. No cabe duda de que sin distinguir entre 
Moral y Derecho no cabe hacer con seriedad ciencia jurídica; pero hay que 
tener en cuenta también que sin captar la capacidad de comprometer, al 
mismo tiempo, la conciencia y la conducta externa, que es característica 
de la norma, no es posible comprender el núcleo mismo del ordenamiento 
jurídico de la Iglesia. 
Llegados a este punto parece obligado preguntarnos acerca del por qué 
de tan radical y unitaria eficacia vinculante. 
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En la búsqueda de una respuesta es imprescindible aludir al Derecho 
divino. 
Cualquier reflexión sobre la norma canónica debe partir del dato de 
que además -y por encima- de las normas humanas, existen unas nor-
mas divinas, denominadas así porque se reconoce como autor de ellas a 
Dios creador (Derecho natural) o a Dios elevante y revelante (Derecho 
divino positivo). Y puesto que el sistema de normas canónicas se aplica 
a una comunidad de creyentes, el dato de una fe en Dios y en su infinita 
superioridad sobre cualquier autoridad humana condiciona, como inex-
cusable punto de partida, toda consideración sobre el tema. 
El acto creador es ya norma, en cuanto que reclama del hombre ate-
nerse en su obrar al ordo creationis, es decir, a ejercer su reinado sobre 
todo lo creado, de acuerdo con el designio del Creador. El acto creador 
es normativo; la contemplación de 10 creado es, vistas así las cosas, la más 
singular exégesis de fuentes del Derecho objetivo que pueda imaginarse. 
Oír la palabra de Dios in Ecclesia, es, por otra parte, el modo de 
acceder al conocimiento de la lex redemptionis. 
Sabemos, por otra parte, que las fuentes de producción del Derecho 
que actúan en el seno de la comunidad eclesial originan normas positivas, 
unas con la pretensión de traducir, en términos de lex scripta, normas di-
vinas; otras que siendo iuris humani -decisiones de quien tiene poder 
en la Iglesia para ello-, se han forjado con el confesado propósito de 
contribuir a un ordo Ecclesiae, que lleve a la Esposa de Cristo a compor-
tarse en la historia de acuerdo con la fidelidad que debe a su Señor; sur· 
gen, por tanto, con una pretensión de congruencia con el ius divinum. 
Por ello, toda disposición eclesiástica, aun la más secundaria y deta-
llista, incluso la que hubiera sido dictada mediante un acto de abuso del 
poder al servicio de fines bastardos, al presentarse como norma canónica, 
llama a la conciencia del creyente con una apelación a la autoridad divina, 
en la que encuentra su fundamento la potestad sagrada y a la que, en de-
finitiva, tiene la pretensión de reconducirse toda norma eclesiástica, pues-
to que -natura sua- aspira a la congruencia con el designio de Cristo 
acerca de la comunidad de los creyentes. 
El Derecho divino constituye, por tanto, el dato decisivo para com-
prender la fuerza vinculante de la norma canónica. 
Porque se presenta siempre en el contexto de las relaciones del hom-
bre con Dios y con la pretensión de estar en congruencia con el designio 
de Cristo acerca de su Iglesia, la norma canónica goza de una auctoritas 
muy superior a la de cualquier otra norma humana. Es uno de los "man-
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damientos de la Iglesia", según la expresión de los viejos catecismos, que 
recogían bajo esta rúbrica una enumeración sintética de los fundamentales 
imperativos de la disciplina eclesiástica. Y el creyente sabía bien que las 
dos listas de mandamientos -el decálogo del Sinaí y los mandamientos 
de la Santa Madre Iglesia- compendian los fundamentales deberes que 
es necesario cumplir para ser un buen cristiano. 
Pero, al mismo tiempo, por paradójico que ello resulte, es precisa-
mente la apelación a la voluntad de Dios lo que impide que las normas de 
la autoridad eclesiástica puedan adquirir la fuerza inexorable que preten-
de atribuir a las disposiciones jurídicas el absolutismo legal, puesto que 
el creyente sabe que el poder radicalmente vinculante es el divino, no el 
humano, y que por tanto la norma humana puede ser cuestionada, preci-
samente por su posible falta de adecuación a la divina. En definitiva, tam-
bién a las autoridades religiosas del Nuevo Testamento pueden dirigirse 
las palabras que pronunciaron los Apóstoles Pedro y Juan ante el Sane-
drín: "Juzgad vosotros si es justo delante de Dios obedeceros a vosotros 
más que a Dios" (Act. 4, 19). 
E incluso si prescindimos del caso límite de total contradicción entre 
Derecho divino y Derecho humano, la convicción de que la función de 
éste es instrumental con respecto a la lex creationis y a la lex redemptio-
nis lleva a una actitud ante la norma eclesiástica, que impide absolutizar 
el valor del mandato. No es la norma humana, en sí misma, lo que recla-
ma radical acatamiento, sino el designio divino que está llamada a servir; 
y cuando éste puede ser conseguido con más eficacia de otro modo, es el 
mandato humano el que debe ceder. 
No pretendo entretener vuestra atención con referencias a problemas 
técnicos concretos -bien conocidos-, que se relacionan con ·la subordi-
nación de la norma humana a la divina o con alusiones a los tradicionales 
institutos canónicos que flexibilizan la fuerza imperativa de las disposi-
ciones de la autoridad eclesiástica, en obsequio de la salus animarum o de 
la aequitas. Quería simplemente subrayar, que la búsqueda de la con-
gruencia entre ius divinum y ius humanum) tan característica del Derecho 
Canónico más clásico, al mismo tiempo que dota a las normas de la socie-
dad eclesiástica de una especialísima autoridad, que la hace participar de 
alguna manera de ese acatamiento que la criatura debe a su Creador, pro-
voca una actitud de libertad ante la norma humana, que excluye excesivas 
concesiones al absolutismo legal. Y en este marco doctrinal cobran todo su 
sentido multitud de esfuerzos técnicos, de la canonística de distintospe-' 
ríodos históricos, que reflejan aportaciones del pasado para conjugar ade-
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cuadamente dos exigencias, tan sentidas en la actualidad de la vida de la 
Iglesia, como son la obediencia eclesiástica y la libertad de los hijos de 
Dios. 
Vista la norma, en su concepción más clásica, desde el punto de vista 
del deber de acatamiento a que da lugar, se advierte enseguida que una 
de sus finalidades más significativas es dirigir la conducta de cada uno de 
los creyentes, de tal manera que la vida concreta de los fieles que obede-
cen las normas sea eclesialmente recta y, por ello, camino de salvación para 
quienes las cumplen y ejemplo saludable para toda la comunidad. Desde 
esta perspectiva, la virtud fundamental de los destinatarios es la obedien-
cia y la más necesaria al legislador la prudencia, entendida como una ade-
cuada ponderación de la Palabra de Dios y de las concretas circunstancias 
de los súbditos, que lleve a mandar 10 más adecuado, lo que resulte más 
conveniente para llevar a buenos pastos al rebaño del Señor. Cualquier 
ironía que pudiera hacerse al respecto sería poco evangélica, porque evan-
gélicas son las figuras del Pastor y el rebaño, y fue el propio Cristo quien 
mandó apacentar. 
Volvemos así a encontrarnos la estrecha relación entre vinculación 
de la conciencia y dirección de la conducta en la vida social de la comu-
nidad. Esta visión unitaria, sensible al mismo tiempo a lo que la norma 
exige en la intimidad del corazón y a lo que la norma aporta para el buen 
orden de la comunidad, me parece imprescindible para entender recta-
mente el sentido de la doctrina tradicional canónica sobre el mandato nor-
mativo, puesto que ninguna solución de conflictos intersubjetivos puede 
considerarse justa -y por ello constructiva en orden a la aedífícatío Cor-
parís Christi-, si no implica al mismo tiempo, unas exigencias persona-
les a los interesados, congruentes con el deber cristiano del seguimiento 
de Cristo. Por otra parte -y no es más que otro aspecto de la cuestión-, 
las consecuencias exteriores de un radical acatamiento interior de la norma 
canónica, si son verdaderamente congruentes, han de traducirse en com-
portamientos justos en relación con los demás y, en definitiva, construc-
tivos, con respecto al orden y la libertad que deben presidir la vida co-
munitaria. 
O 10 que es lo mismo: obrar con conciencia recta -y la norma ca-
nónica es criterio para la formación de la conciencia.-- es constructivo para 
el orden justo de la comunidad. Por ello el cristiano, obedeciendo, contri-
buye a liberar a los fieles; a que en la Iglesia esté vigente la libertad que 
Cristo nos ganó obedeciendo. 
Planteadas así las cosas, legislar en la Iglesia sería un aspecto de la 
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misión bíblica de apacentar, que reviste las características técnicas de una 
de las manifestaciones típicas de la función de gobierno en la sociedad tem-
poral, pero tan matizada por las exigencias derivadas de la naturaleza es-
pecífica de la comunidad de los creyentes, que no faltarían interesantes 
actitudes en la canonística contemporánea -cuyas conclusiones no com-
parto- que consideraran que en la Iglesia sólo se puede hablar de legis-
lar de manera analógica, puesto que estiman que el ordenamiento canóni-
co sólo analógicamente puede calificarse de jurídico. 
Esta actividad legislativa, aparecería actu primo como un aldabonazo 
a las conciencias y sólo actu secundo --en cuanto que la conducta según 
conciencia es lógicamente constructiva- generadora del bien común de la 
sociedad eclesiástica, consistente en la paz y concordia entre los fieles, 
agrupados para conseguir el fin de la salvación de todas las gentes, es 
decir de cada uno de los hombres creados a imagen y semejanza de Dios. 
Por ello resulta lógica la consideración del orden jurídico eclesiástico, so-
bre la base del protagonismo del legislador, protagonismo ciertamente li-
mitado por el deber del Pastor --deber que también vincula su concien-
cia- de atenerse en su función a los dictados de una ley divina, que re-
clama ver en cada súbdito una persona, dotada de la dignitas que le con-
fiere haber sido creado a imagen y semejanza de Dios, y tener un alma, 
ganada por el precio de la sangre de Cristo. 
Se comprende así que la tradición relacione con frecuencia la conde-
nación del abuso de poder con la idea de que los gobernantes deben darse 
cuenta -" Meminerint" dice el famoso pasaje del Tridentino, citado en 
el c. 2.214 del Codex- "se pastores non percussores esse". Es decir, 
del mismo modo que la mejor garantía del bien común de la sociedad es 
que los fieles actúen de acuerdo con una conciencia recta, dirigida por 
mandatos congruentes con el designio divino, la mejor garantía del súbdito 
sería tener buenos pastores, puesto que su virtud sería garantía de sensi-
bilidad a la ley de Dios en el ejercicio de la función de regir. 
3. LA ACTUAL CRISIS DE LA LEY Y LOS PLANTEAMIENTOS DE LA MAS 
RECIENTE DOCTRINA CANONICA 
Las anteriores consideraciones acerca de la visión de la norma en la 
tradición canónica, se han desarrollado preferentemente desde la perspec-
tiva de la obediencia del súbdito, entre otras razones porque la actual cri-
sis del Derecho Canónico presenta, entre sus síntomas más significativos, 
68 PEDRO LOMBARDÍA 
frecuentísimos ejemplos de inobservancia de las normas y unas actitudes 
poco proclives a la obediencia eclesial. 
y si realmente somos conscientes de que la Ciencia jurídica es emi-
nentemente práctica, parece lógico que nos preguntemos por la crisis de 
la norma a la que asistimos y por la respuesta que a ella está dando la 
doctrina canónica que se elabora en nuestros días. 
No cabe duda de que la tradicional visión de la eficacia de la norma, 
fundada en la rectitud en el ejercicio de la función de regir y en la delica-
da docilidad de los fieles al obedecer, está en crisis. Ante todo en crisis 
de hecho, puesto que no sólo es habitual en muchos ambientes la desobe-
diencia de los súbditos, sino que también no faltan pastores que se abstie-
nen de ejercer parte importante del contenido de su poder de mandar y 
de exigir que se cumpla la normativa vigente, dando la impresión con su 
actitud de haber perdido la confianza, no se sabe bien si hasta en la exis-
tencia misma de su poder de regir o, al menos, en la oportunidad de ejer-
cerlo. 
El hecho de que este fenómeno haya comenzado a manifestarse con 
particular agudeza, contemporáneamente a la celebración del Concilio Va-
ticano II puede llevar a pensar, al menos como hipótesis de trabajo, que 
guarde relación con la doctrina del último Sínodo ecuménico. Y cuando el 
estudioso observa que no hay un sólo texto en los documentos concilia-
res que refrende tales actitudes y trata de explicárselas sobre la base de las 
afirmaciones de quienes las adoptan o las toleran, difícilmente encontrará 
elementos más sólidos que genéricas acusaciones de paternalismo de los 
pastores, inmaduras afirmaciones acerca de la mayoría de edad de los fie-
les o vagas apelaciones a un no bien definido espíritu pastoral. 
Pero cuando un fenómeno efectivamente se da y se ve refrendado 
por actitudes no exentas de vigor, el estudioso tiene que esforzarse por 
analizar aquellos aspectos del problema que guarden cierta relación con su 
quehacer, sin conformarse con denunciar incongruencias y sin incurrir en 
la superficial actitud de quien condena a la ligera aquello sobre lo que no 
tiene misión de juzgar. 
Me parece, por tanto, que es necesario preguntarnos, al margen del 
aludido fenómeno de la desobediencia eclesial y de las omisiones por 
parte de algunos pastores, en relación con su misión de regir, en qué me-
dida el Concilio Vaticano II y la doctrina canónica que ha surgido al calor 
de sus documentos, han sometido a tensión la doctrina tradicional sobre 
la norma, tan íntimamente ligada a la idea de obediencia eclesial. 
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a) ¿Un Derecho canónico de garantías? 
Ante todo hay que señalar que el más reciente Magisterio eclesiás-
tico, muy especialmente el del Vaticano II, no se limita a extraer la con-
secuencia de que la dignidad de los fieles reclama de los Pastores que se 
esfuercen en cumplir bien sus deberes, mediante un fomento de sus vir-
tudes personales en el ejercicio del poder; sino que hace a los fieles, en 
cuanto tales, corresponsables con los Pastores de la "aedificatio Corporis 
Christi" (Const. Lumen gentium, n. 32), tarea en la que está de algún 
modo incluida la promoción de la paz y de la concordia, mediante el con-
tinuo perfeccionamiento del orden social justo de la comunidad. De aquf 
que -aparte el complejo problema de cual sea la adecuada medida de la 
participación de los fieles en la génesis de las disposiciones eclesiásticas-, 
las bases que el Vaticano II ha sentado para la elaboración de una doctri-
na relativa a unos los derechos fundamentales del fiel, derivados del mis-
mo Derecho divino, exijan que la tutela de tales derechos sea efectiva. 
Con ello no se trata de otorgar armas, que redunden en perjuicio del bien 
común, a actitudes poco generosas de personas encastilladas insolidaria-
mente en sus propios derechos. La defensa de los derechos fundamentales 
del fiel constituye una concreta aportación a que las exigencias del Dere-
cho divino se apliquen efectivamente en la vida real de la Iglesia, preci-
samente para potenciar la vitalidad apostólica de la comunidad de los 
creyentes; es decir, para que el Derecho no sea obstáculo a la acción del 
Espíritu Santo, que no sólo dirige a la Iglesia con dones jerárquicos, sino 
también mediante los impulsos de los carismas privados (Const. Lumen 
gentium, n. 12). 
No es posible detenernos aquí en el tema de los derechos fundamen-
tales del fiel, ni mucho menos en la cuestión -aun mucho más amplia-
de las relaciones entre persona y ordenamiento en la Iglesia. Baste recor-
dar que esta inquietud está bien viva en la doctrina contemporánea y que 
los trabajos de nuestro anterior Congreso, celebrado en Milán, constitu-
yen en su conjunto un buen testimonio de ello. 
Me limito, por tanto, a señalar la necesaria relación que el tema guar-
da con la teoría de la norma. Al haberse cobrado conciencia de que la 
dignidad y la libertad del cristiano --de la persona elevada al orden so-
brenatural-, reclaman derechos que han de ser tutelados en la dinámica 
del ordenamiento jurídico, a nadie puede sorprender que haya tomado cuer-
po, en bastantes sectores de la ciencia canónica contemporánea, una visión 
garantística de la norma; es decir, una consideración del mandato como 
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garantía de la dignidad y libertad de los fieles, incluso frente a eventuales 
abusos de poder de los que tienen función de regir. 
Ya S. S. Pablo VI conectó el tema de la norma con la tutela de la 
libertad personal. En efecto, según una reseña de "L'Osservatore romano" 
del solemne acto conmemorativo del cincuentenario del Codex, el Papa 
afirmó el 27 de mayo de 1967 que "la Iglesia, por ser una comunidad no 
sólo espiritual, sino visible, orgánica, jerárquica, social y ordenada, tiene 
necesidad también de una ley escrita y requiere órganos adecuados que la 
promulguen y la hagan observar, no sólo por mero ejercicio de autoridad, 
sino precisamente para la tutela de la esencia y de la libertad, tanto de 
los entes morales como de las personas físicas que componen la Iglesia 
misma". 
Numerosos datos de la vida canónica de los últimos años dan tes-
timonio del eco de ese importante planteamiento programático. Desde los 
debates en torno a la Lex fundamentalis, hasta los principia directiva para 
la revisión del Codex; desde la doctrina en torno a los derechos funda-
mentales del fiel, hasta la posibilidad de recurso ante la Sectio altera de la 
Signatura Apostólica contra actos administrativos de los dicasterios de la 
Curia Romana, son numero sí simas los ejemplos en los que esta preocu-
pación se manifiesta. 
No es del caso discutir ahora quaestiones disputatae en relación con 
el asunto, ni de enjuiciar los actos oficiales que se enmarcan en el cuadro 
de este planteamiento. Para mi propósito basta subrayar que sean cuales 
fueren -y son muchas- las cuestiones concretas en las que hay división 
de opiniones en la doctrina, las dificultades técnicas que encuentran los 
que trabajan en la redacción de proyectos legislativos o las resistencias 
que se advierten en algunos sectores de la organización eclsiástica para 
que su poder no se vea limitado por el sometimiento al Derecho, la visión 
garantística de la ley ha tomado tal fuerza en nuestros días, que no es 
posible prescindir de ella en una reflexión sobre la norma canónica en 
el momento presente. 
No se puede, por otra parte, exagerar la novedad del tema. Por 
muy recientes que puedan resultar ideas como las de la aplicación a la 
Iglesia de las técnicas del Derecho Constitucional o por mucho que pueda 
sorprender la novedad, más aparente que real, de las preocupaciones en 
el campo de la Justicia Administrativa, hay que tener en cuenta que si 
algo tiene solera de siglos en la tradición canónica es el proceso, que 
siempre se ha concebido como una controversia en contradictorio, para 
la reclamación de derechos que el actor considera que le reconocen las 
normas. 
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Pero si de las consideraciones de índole técnica y doctrinal pasamos 
al análisis de 10 que actualmente ocurre en la realidad eclesial, no parece 
que estemos asistiendo a un proceso de integración, en el que los logros 
conseguidos a lo largo de la historia sobre la base de la concepción de 
la norma como mandato, se hayan completado con enriquecimientos proce-
dentes de la consideración de la norma como garantía. 
Por el contrario, mientras que la eficacia concreta de la idea de la 
norma como garantía no pasa de ser una esperanza, que se abre paso tími-
damente entre dificultades técnicas muy serias e indiscutibles resisten-
cias de quienes piensan que un control jurídico del ejercicio del poder 
implica el desconocimiento del principio jerárquico en la constitución de 
la Iglesia; muchos buscan la tutela de su legítima libertad o de su puro 
y simple apartamiento de los deberes de obediencia eclesial, mediante la 
inobservancia personal de la ley y mediante el fomento de un clima que 
lleve a los pastores a la pasividad y la inhibición. 
El balance que de todo esto puede hacerse, no precisamente alenta-
dor, cabe formularlo en muy pocas palabras: asistimos a una crisis de la 
norma como mandato, sin que ninguna otra concepción de la norma haya 
conseguido en la práctica integrarla o reemplazarla. 
b) Lo eterno y lo histórico en la formalización del Derecho divino. 
La lectura y atenta meditación de los capítulos 1 y II de la Consti-
tución Lumen gentium ha llevado a la canonística más sensible de nuestro 
tiempo a revisar aspectos muy importantes en el modo de concebir las 
relaciones entre Derecho divino y Derecho humano; es decir, a matizar 
con finura la captación del designio inmutable de Dios con las técnicas, 
históricas y cambiantes, propias de la cultura jurídica. Fácilmente se ad-
vierte -y no es por tanto necesario insistir sobre ello ahora- que esta-
mos ante el problema de la captación de las relaciones entre Derecho 
divino y Derecho humano desde la perspectiva que proporciona la visión 
Jinámica del Pueblo de Dios, que peregrina en la historia hacia su meta 
escatológica; ante la consideración de las consecuencias jurídicas de la 
historia de la salvación; de 10 que al canonista sugiere saber que es el 
Espíritu Santo quien "instruit ac dirigit" (Const. Lumen gentium, n. 4) 
a cada fiel y a la Iglesia comunitariamente considerada; de las enseñanzas 
canónicas que se derivan de considerar en serio que la Iglesia es una rea-
lidad compleja "quae humano et divino coalescit elemento" (Const. Lumen 
gentium, n. 8). 
Para nuestro actual propósito baste recordar que la norma divina 
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obtiene el mayor grado de imperatividad pensable, puesto que para el 
que cree, conocer el designio divino implica ya sentirse radicalmente vin-
culado a obedecerlo. 
Por otra parte, el designio divino, considerado en su más estricto 
sentido, sólo puede denominarse norma de manera muy peculiar, que 
poco tiene que ver con las precisiones habituales en la técnica de los ju-
ristas. La norma divina, manifestación de la actividad de quien es acto 
puro, reviste una radical simplicidad. Quizá arroje luz sobre el sentido 
de esta afirmación recordar que -como decíamos hace poco- el modo 
de acceder al conocimiento de los contenidos del Derecho divino positivo 
es oír la palabra de Dios in Ecclesia. Y bien sabemos que la palabra debe 
oírse con sencillez, tanto en razón de la palabra misma -nada más alejado 
de la complejidad de la técnica jurídica que las bienaventuranzas o las 
parábolas del reino- como en razón de la actitud del oyente, que debe 
asemejarse más a la de los publicanos que a la de los doctores de la ley, 
o a la de aquellos atenienses que sólo se ocupaban en oír novedades. 
Con estas consideraciones sólo quería recordar que la norma divina, 
en su sentido más estricto, es infaliblemente justa y radicalmente vincu-
lante; pero, al mismo tiempo, se nos ofrece desprovista de cualquier tipo 
de formalización técnico jurídica. 
Por ello me parece legítimo afirmar que ninguna norma canónica for-
malizada es iuris divini, en el más estricto de los sentidos; porque aun 
en el caso de que una norma hubiera sido dictada con el objeto de tra-
ducir en términos de técnica jurídica un mandato divino, el bagaje técnico 
utilizado al efecto tendrá necesariamente elementos históricos, humanos, 
y esta tarea, al mismo tiempo que implica un acto de obediencia eclesial 
al deber de configurarse de acuerdo con el designio de Cristo, lleva consigo 
un tratamiento de 10 divino con el pobre instrumental de la humana sa-
biduría. Se trata, obviamente, de una lógica consecuencia de la Lex incar-
nationis, que permite a mi juicio afirmar -y así 10 he hecho en otras 
ocasiones- que un Derecho divino químicamente puro no existe, puesto 
que, al ser el Derecho algo típicamente histórico, 10 que es exclusivamente 
divino no es Derecho en sentido técnico (aunque si lex infaliblemente justa 
y radicalmente obligatoria), y lo que es propiamente Derecho, por muy 
cerca que siga al designio divino, tiene siempre un toque de historicidad, 
de bagaje humano. 
Esto nos plantea un radical problema, que es necesario tener bien 
presente: si bien el principal objetivo del ordenamiento canónico es con-
seguir una formalización que impulse la vigencia histórica, en la Iglesia 
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peregrina, de las exigencias del ius divinumj puede ser una gran injusticia 
-algo así como una idolatría jurídica- hacer pasar como exigencia di-
vina el bagaje técnico utilizado para su formalización. 
Quizá sea ahora el momento de preguntarnos: ¿El clima doctrinal al 
que acabo de aludir, contribuye efectivamente a dar una respuesta cons-
tructiva a la actual crisis de la ley? ¿ Insistir sobre la idea de la norma 
como garantía, en una coyuntura histórica en la que es frecuentísima 
la desobediencia, no contribuirá a fomentar aún más la anarquía? ¿Em-
peñarse en distinguir el Derecho divino del bagaje técnico utilizado para 
su formalización, no dará ocasión a una especie de curiosa desmitización 
que aliente la desobediencia, incluso de la ley de Dios? ¿No serán todas 
nuestras elucubraciones actuales algo hecho de espaldas a la realidad, en 
manera alguna constructivo para el fomento de la paz y la concordia en la 
comunidad de los creyentes? 
No cabe duda que la comprensión unilateral de estos problemas y 
la aplicación fragmentaria y sin buena fe de los aludidos criterios puede 
tener efectos perturbadores. Es la inevitable suerte de toda manifestación 
de la cultura humana y, por supuesto, también de la jurídica. Pero lo que 
no podemos concluir es que aportaciones técnicas, que han encontrado 
su impulso en' el propio Magisterio eclesiástico, sean un peligro para la 
Iglesia. Lo que ocurre es que la actual crisis de la norma en la Iglesia no 
puede ser afrontada parcialmente, sino que es necesario esforzarse en tener 
simultáneamente en cuenta los distintos factores que pueden contribuir a 
su solución. 
4. BASES PARA UNA SUPERACIÓN DE LA CRISIS. 
Bien sabemos que afrontar un problema tan grave como el de la 
crisis de la norma en el momento actual de la vida de la Iglesia no .co-
rresponde sólo a los que por profesión nos dedicamos al estudio, investi-
gación o aplicación del Derecho Canónico. La cuestión exige clarificacio-
nes de toda índole y conductas decididas de muchas personas, en cuyo 
conjunto sería pretencioso e inexacto atribuir un papel preponderante a 
la parte que corresponde a los canonistas. Pero no cabe duda que los estu-
diosos del Derecho de la Iglesia tenemos, al respecto, un papel que cum-
plir, que a mi juicio ha de proyectarse en dos direcciones. La primera, 
la más específicamente profesional, consiste en los aspectos técnicos de la 
cuestión; es decir, en la determinación de los problemas canónicamente 
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captables y en la aportación de soluciones jurídicas que puedan contribuir 
a resolverlos. La segunda estriba en señalar aquellas cuestiones, que a 
nosotros no nos compete resolver, pero para las que nuestra tarea pro-
fesional constituye un excelente observatorio, que facilita su conocimiento 
y diagnóstico. 
a) Deber pastoral de cumplir y aplicar las normas. 
Una de las manifestaciones más típicas de este segundo modo de 
proceder, que a mi juicio corresponde al canonista de nuestro tiempo~ es 
llamar la atención, con delicadeza, pero con absoluta claridad, acerca del 
deber que pesa sobre los Pastores de la Iglesia de cumplir personalmente 
-yen el ejercicio de su función- las normas canónicas; de proceder 
con diligencia al desempeño de la parte que a cada uno corresponde en la 
derogación, reforma y producción de normas y de llevar a cabo los actos 
de gobierno que les competen para exigir el cumplimiento del Derecho 
a quienes están encomendados a sus cuidados. 
Creo que el canonista debe, al respecto, clamar, sin desanimarse, 
aunque a veces le parezca que su voz clama en el desierto. No debemos 
sorprendernos de que, durante algún tiempo, nuestras palabras apenas 
encuentren eco. Es mucho el rumor antijuridista que se ha hecho desde 
los medios de comunicación social, para que no resulte difícil hacer com-
prender de nuevo la importancia del Derecho en la Iglesia, y no precisa-
mente para convertirlo en instrumento de represión, sino para aceptarlo 
también en lo que limita al gobernante. 
Sin necesidad de entrometernos en juzgar conductas, nos daremos 
cuenta que reclamar la restauración del orden jurídico eclesial, significa 
indirectamente pedir en ocasiones a los Pastores de la Iglesia comporta-
mientos muy valientes, verdaderamente heroicos. Además nuestra voz ten-
drá, lógicamente, los acentos característicos del hombre de Derecho, que 
habla con claridad y rigor, pero que no puede condicionar a las personas 
ni secuestrar las conciencias; y bien sabemos que en muchas ocasiones 
hablaremos a hombres que han sido víctimas del más injusto terrorismo 
sicológico. 
Hay que ayudar a los Pastores de la Iglesia a reencontrarse con la 
tradición canónica. A entender que, si bien deben proceder con miseri-
cordia, esta actitud, al integrase en la equidad, no descalifica el rigor, 
sino que se armoniza con él. Hay que enseñar hoy, con el Maestro Gra-
ciano, que "Iuste iudicans misericordiam cum iustitia servat" {rúbrica del 
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c. 10, D. 45) Y añadir: "Disciplina non est. servanda sine misericordia, 
nec misericordia sine disciplina" (rúbrica del c. 9, ibid). También la con-
clusión lógica de todo esto la leemos en la Concordia gracianea: "Ex his 
omnibus apparet, quod nec lenitas mansuetudinis sine rectitudine seve-
ritatis, nec zelus rectitudinis sine mansuetudine in Praelatis debet inveniri" 
(dictum ante c. 14, ibid.). 
b) Derecho y Magisterio eclesiástico. 
Otro aspecto de la crisis de la norma en el momento actual de la 
vida de la Iglesia, creo haber comenzado a comprenderlo, como conse-
cuencia de las discusiones acerca de la Lex fundamentalis, en las que me 
he visto obligado a intervenir, tanto en razón de mis escritos sobre el 
tema, como por mi colaboración en la redacción de alguno de los proyectos. 
Quiero ante todo dejar claro que no pretendo ahora entrar en el 
fondo del problema de la Lex fundamentalis, sino en otra cuestión -a 
mi juicio de alcance más general- que las posiciones doctrinales acerca 
de tan discutido proyecto legislativo sugieren. 
Se ha hablado mucho en los últimos años de proyectos de ley limi-
tados al ius divinum, de estilo teológico y jurídico de concebir las leyes, 
del riesgo de teologizar el Derecho y de juridificar la Teología. Tengo para 
mí que si no nos esforzamos en superar la confusión que subyace en tales 
polémicas, no será posible contribuir con seriedad a resolver la actual 
crisis del Derecho Canónico. 
Ante todo es necesario precisar que las leyes no son un género lite-
rario de transmisión de la doctrina de la fe, sino unas normas de valora-
ción -mensura- de los actos humanos, dirigidas a fomentar el bien 
común de la sociedad eclesiástica, la paz y concordia entre los fieles. No 
deben, por tanto, las leyes tener un contenido doctrinal, ni las ordina-
rias, ni las fundamentales, si es que se admite la posibilidad y conveniencia 
de estas últimas. 
Ciertamente, detrás de cada decisión legislativa eclesiástica hay un 
dato relacionado, de manera más o menos inmediata, con la doctrina de 
la fe, puesto que la disciplina de la comunidad de los creyentes debe ser 
congruente con la fe que los congrega, pero una ley -creo necesario in-
sistir sobre ello- no es para definir dogmas, sino para ordenar conductas. 
La legislación de cada período de la Historia de la Iglesia -como la 
conducta de los fieles de cada época -da testimonio de la perseverancia 
"en oír la enseñanza de los apóstoles y en la unión, en la fracción del pan 
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y en la oración" (Act. 2, 42); por ello constituye un dato de inestimable 
valor para el conocimiento de los contenidos de la fe, pero no es ésta su 
específica finalidad. Es lógico por tanto que los teólogos más finos, al 
estudiar la asistencia del Espíritu Santo a su Iglesia, al mismo tiempo que 
nos hablan de Magisterio infalible, coinciden en afirmar la falibilidad del 
poder canónico. Y es que el calificativo que corresponde a una buena 
ley no es el de verdadera, sino los de justa y prudente. 
El legislador, en cuanto tal, decide, no enseña. 
El problema está en determinar cuál es el marco doctrinal en el que 
deben encuadrarse sus decisiones. Problema que se traslada también al 
canonista, a quien interesa encontrar el contexto doctrinal de su tarea de 
interpretación, las bases en la que tienen que asentarse las propuestas de 
lege ferenda. 
Me parece que la respuesta al respecto debe ser concreta y tajante: 
los datos doctrinales en los que debe apoyarse la tarea legislativa y doctri-
nal canónica son los que están claramente establecidos por el Magisterio 
eclesiástico. Cualquier otro planteamiento conduciría al caos y a la anar 
quía, excluiría cualquier posibilidad de seguridad jurídica y, por tanto, 
de orden y de libertad. 
Por supuesto, cabe un progreso de la Iglesia en el conocimiento del 
depósito revelado; el Magisterio se va desarrollando a lo largo del pere-
grinar del Pueblo de Dios; para el teólogo no es sólo legítimo, sino obli-
gado, enfrentarse con cuestiones nuevas y reconsiderar doctrinas aún abier-
tas; incluso al canonista compete un tipo de investigación que consiste en 
detectar nuevas facetas de la dimensión de justicia que está presente en 
el Misterio de la Iglesia. Todo esto me resulta necesario recordarlo, no sólo 
como defensa de la libertad necesaria para el progreso de las Ciencias 
sagradas, sino incluso como exigencia del compromiso de corresponder con 
los esfuerzos de la razón humana, que el fiel tiene como consecuencia del 
don del Dios que ha querido revelársenos. 
Pero lo que me parece cosa opuesta a la prudentia iuris es pretender 
que se adopten decisiones legislativas sobre bases doctrinales aún no re-
frendadas por el Magisterio oficial de la Iglesia o cuestionar, a efectos 
de forrimlación y aplicación del Derecho, verdades que cuentan con un 
refrendo magisterial. Y aquí sí que comprometen incluso las fórmulas em-
pleadas por el Magisterio de la Iglesia. 
Y, por supuesto, tampoco me parece lógico pensar que la reflexión 
acerca de la peregrinación sin tregua del Pueblo de Dios pueda mover a 
esperar, para atender las necesidades de la estructura jurídica de la Iglesia, 
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a hipotéticos progresos del Magisterio futuro. El Derecho Canónico nunca 
es definitivo, ni inmutable; pero siempre -sin vacaciones posibles- ha 
de estar prestando, en cada instante del peregrinar de la Iglesia, su ser-
vicio al orden social justo de la comunidad de los creyentes. 
c) Corresponsabilidad de los fieles y ordenamiento jurídico. 
El orden jurídico de la Iglesia no depende sólo de la jerarquía, puesto 
que todos los fieles son corresponsables en la edificación del Cuerpo de 
Cristo. El problema -y ciertamente arduo- es determinar los límites 
de esta ¡xtrticipación. 
En el momento actual, el único aspecto de la cuestión que parece in-
teresar es el de la participación en la elaboración de las leyes, propugnán-
dose complejísimas asambleas e interminables consultas, muy frecuentemente 
estériles. No pongo en duda que una participación de los fieles en la elabo-
ración de las leyes eclesiásticas sea posible, pero para que el fenómeno 
pueda tener cierta entidad, son necesarias no pocas clarificaciones magis-
teriales y también bastantes estudios acerca de la eficacia de los métodos 
de trabajo. 
Resulta sorprendente, en cambio, que la doctrina acerca de la corres-
ponsabilidad, que ha sido propuesta por el Concilio Vaticano II, no haya 
dado un renovado vigor a los numerosos modos de intervención de los 
fieles en la dinámica del ordenamiento jurídico, que el Derecho Canónico 
conoce, por 10 menos desde su época clásica. Piénsese en la costumbre 
como fuente de normas generales, en el recurso como modo de provocar 
decisiones administrativas, en la acción judicial, limitada en nuestros días 
casi exclusivamente a la materia matrimonial, en el negocio jurídico, como 
manifestación de la capacidad estructuradora de la iniciativa privada de los 
fieles, en el juego de la epikeia, etc. 
No es posible analizar aquí con detalle esta amplia gama de cuestiones 
técnicas. Me limitaré -a título de ejemplo- a unas pocas reflexiones 
sobre la costumbre, la dissimulatio y la buena fe en la actividad negocia!. 
En nuestros días vemos multitud de comportamientos contra legem, 
generalizados en determinadas comunidades, sin que se tengan noticias de 
intervenciones de la autoridad eclesiástica al respecto. No es extraño, por 
tanto, que haya quien se pregunte si está asistiendo a puras y simples 
violaciortes de la ley o a conductas lícitas, en cuanto que resportden a cos-
tumbres contra legem ya incoadas, 10 cual -dada la amplitud del fenó-
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meno- implica interrogarse acerca de cual sea la estructura jurídica vi-
gente en la comunidad eclesiástica de cuya vida participa. 
Ciertamente, la solución hay que buscarla, ante todo, por la vía del 
análisis de la rationabilitas de tales comportamientos y del antmus con el 
que se practican. Pero ¿y el consensus? Cabría afirmar que el silencio de 
la autoridad apoya la tesis del consensus legalis de una costumbre, en ví.as 
de ser laegitime praescripta. Sin embargo, la respuesta no parece tan clara, 
si observamos el mismo silencio del legislador ante conductas de indis-
cutible irrationabilitas} que nadie se ocupa de reprobar expresamente. Para 
que pueda llegarse en la práctica a la valiente equiparación canónica entre 
ley y costumbre contra legem y a la identificación total de sus requisitos 
de racionalidad, hace falta también que haya quien tenga el valor de aplicar 
in casu y con claridad este criterio que encontramos en la glosa de las 
Decretales de Gregorio IX: "nulla consuetudo praevalet contra ius natu~ 
rale, etiamsi omnes homines de mundo contra facerent" y ello '! quia trans" 
gressio iuris naturalis inducit periculum salutis" (Gloss. a X, 1, 4, 11). 
Y que se tenga la decisión de reprobar una costumbre, porque de lo con-
trario, como leemos en una decretal, "disrumperetur nervusecclesiasticae 
disciplinae" (X, 1, 4, 5). 
Es importante, por ello, que existan reacciones oficiales en relación 
con los comportamientos del pueblo cristiano; sin ellos no puede hablarse 
de respeto a la espontaneidad del Pueblo de Dios, sino de indiferencia de 
determinados pastores hacia su grey. Bien sabemos que un sabio criterio 
de ·la tradición canónica ha sido disimular en ocasiones el mal ad peiora vi-
tanda; pero ¿qué sentido tiene todo esto en contextos en los que se finge 
no ver nada y ningún mal se evita? . 
Cualquier conocedor de la tradición canónica sabe también que en 
la génesis de la doctrina sobre la costumbre se ha manejado frecuentemente 
la idea de buena fe. Es cierto que la doctrina más fina ha sabido distin-
guir la buena fe, en lo que se refiere a la prescripción adquisitiva de de-
rechos subjetivos, del tema de la racionalidad de la costumbre como fuente 
de Derecho objetivo. Pero no cabe duda de que el entrecruzarse de las 
nociones denota un clima doctrinal, atento al mismo tiempo a la creación 
de Derecho objetivo por costumbre y a la adquisición de derechos por la 
eficacia de la conducta privada, al consentimiento del legislador y a los 
efectos de la voluntad negocial, y en este marco hablar de buena fe, apar-
te ahora precisiones técnicas sobre el concepto, significa estar atento al 
ánimo constructivo o negativo de la acción de los fieles en la configura-
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ción de la estructura jurídica de la comunidad, cuestión ésta de innegable 
actualidad. 
d) "Aequitas canonica" y función de la jurisprudencia. 
Se habla mucho en nuestros días de espíritu pastoral y se le contra, 
pone al Derecho o se le invoca, como elemento matizador del ordena-
miento jurídico de la Iglesia. El tema ha interesado a los canonistas y ha 
sido estudiado con rigor. Quiero, al respecto, solamente decir que si ha-
blando de espíritu pastoral se quiere aludir a la armonización del · rigor y 
la misericordia, del bien común y de las exigencias concretas de casos pe-
culiares o a la necesidad de huir de la letra de la ley cuando resulta da-
ñosa, 10 que se está pidiendo en un vigoroso reencuentro con la aequitas 
canonica; y bien sabemos que el natural campo de desarrollo de la aequi-
tas es la jurisprudencia. De aquí la importancia de potenciar su papel 
en el Derecho Canónico, de dotar a los Tribunales de jueces competentes, 
de llevar a cabo valientemente reformas que aseguren una buena adminis-
tración de la justicia en la Iglesia. 
De este modo, la jurisprudencia de los Tribunales irá matizando los 
excesos de linealidad en la ley e irá abriendo paso a criterios justos, para 
resolver los problemas que efectivamente se planteen en la vida de la 
Iglesia. 
Por supuesto, que la vitalidad jurisprudencial tiene riesgos, especial-
mente en un ordenamiento como el canónico, en el que tan frecuente es 
encontrarse con circunstancias humanas dramáticas, originadas por la fuer-
za de la lex fomitis} para las cuales una solución "aparentemente bené-
vola" está vedada por la ley de Dios. Puede ocurrir, en efecto, que ante 
la visión inmediata del dolor humano, tales jueces se excedan en sus fun-
ciones, forzando la interpretación de la norma, más allá de los límites que 
permite el espíritu del ordenamiento canónico. Y en estos casos serán 
necesarias reformas legislativas que corrijan las desviaciones jurispruden-
ciales, de manera análoga a como la jurisprudencia vitaliza continuamente 
la letra inerte de la ley. 
5. ORDENAMIENTO JURÍDICO "IN FIERI" E " IN FACTO ESSE". 
En este Congreso nos hemos ocupado de la norma . en el ordenamiento 
canónico y hemos comprobado una vez más la importancia de este factor 
a efectos de la estructuración jurídica de la sociedad. 
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Es necesario, sin embargo, que tengamos conciencia de que la norma 
no es el Derecho, aunque sea aspecto importantísimo del orden jurídico. 
Cada día me persuado más de que para profundizar en la estructura 
jurídica de la Iglesia hay que superar la noción de ordenamiento jurídico 
como conjunto de normas, para pasar a una visión dinámica y estática a 
un tiempo, que distinga 10 que he llamado en alguna ocasión, recogiendo 
un vigoroso planteamiento de Hervada, ordenamiento jurídico in lieri 
e in lacto esse. 
El ordenamiento canónico in lacto esse, concebido como la Iglesia 
en cuanto que estructurada jurídicamente, en un determinado momento 
histórico, no es otra cosa que un conjunto de relaciones jurídicas. 
El ordenamiento canónico in lieri, en cambio, es el conjunto de fac-
tores cuya eficacia estructurante se concreta en crear, modificar y extin-
guir relaciones jurídicas. Estos factores -momentos del Derecho- revis-
ten multitud de manifestaciones: normas, decisiones judiciales, consecuen-
cias de la eficacia de la autonomía privada, actos administrativos, etc. 
En unos casos la acción estructurante corresponderá a aquellos a 
quienes compete el ejercicio del poder; su acción se concretará en leyes, 
sentencias judiciales, actos administrativos, etc. En otros casos, la acción 
estructurante será el fruto del ejercicio de esa corresponsabilidad que a 
todos los fieles compete en la edificación de la Iglesia; manifestaciones 
típicas de esa corresponsabilidad, en la dinámica de los momentos del 
Derecho, son la costumbre y la actividad negocia!' La corresponsabilidad 
de los fieles puede también manifestarse provocando la actividad de aque-
llos a quienes compete el ejercicio del poder: propuesta de una reforma 
legislativa por la opinión pública, ejercicio del derecho de petición, inter-
posición de una demanda con el fin de obtener una sentencia del juez, 
solicitud de un acto administrativo, etc. 
El ordenamiento canónico, al ser un sistema de relaciones jurídicas 
que se crean, modifican o extinguen por la ininterrumpida acción de los 
momentos de Derecho, tiende a formalizar la dimensión de justicia que hay 
en el designio de Cristo acerca de su Iglesia. Los dos fundamentales riesgos 
que hay que evitar, para lograr tal objetivo, son apartarse del designio di-
vino, con 10 que todos sus progresos serían estériles, o calificar de designio 
divino 10 que no es más que su concreta formalización histórica; esto 
constituiría un freno ilegítimo de su evolución hacia otros modos de for-
malización más congruentes con las exigencias del momento histórico y 
más perfectos desde un punto de vista técnico. 
